
RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS

CA.MALS, Dolors: Recuperación y nuevo
destino de viejas infraestructuras. De
ferrocarril económico a corredor verde.
Un estudio jurídico, Cedecs, Barcelo-
na, 2000, 215 págs.

Desde sus orígenes, el Derecho Admi-
nistrativo ha estado unido a diferentes
fenómenos que han ido impulsando su
propia evolución (1). A lo largo de los
años, esta rama del Derecho nos ha pre-
sentado instrumentos varios que han
servido para dar respuesta, en cada mo-
mento, a las necesidades que en la socie-
dad han ido apareciendo como funda-
mentales.

La profesora Dolors CANALS, en su
obra Recuperación y nuevo destino de
viejas infraestructuras, nos acerca algu-
na de las figuras jurídicas que en su día
vieron la luz en el seno de uno de los
eventos más importantes del siglo xix;
nos referimos, concretamente, al fenó-
meno del ferrocarril. Muchos y variados
han sido los conceptos jurídicos que en
torno a este suceso tuvieron que ir for-
jándose, en aras a proporcionar la co-
bertura jurídica suficiente a una de las
más importantes expresiones de la «Re-
volución industrial» (2).

(1) Entre los referidos acontecimientos,
el ferrocarril ha sido uno de los más impor-
tantes. Como ya afirmase, en la década de
los setenta, e] profesor BERMEJO VERA, «la
construcción del Derecho Administrativo de-
pendió, en su momento, en mayor o menor
grado, de la aparición del fenómeno ferrovia-
rio», por lo que «el Derecho Administrativo
es dedudor del ferrocarril» (Régimen Jurídico
del Ferrocarril en España, Madrid, 1975,
págs. 26 y 27).

(2) Conceptos como el de servicio pú-

Hoy día, y después de más de un siglo
desde que se construyese en nuestro país
la primera vía férrea, la realidad que nos
envuelve es muy diferente. Muchas de
aquellas infraestructuras que se levanta-
ron como soporte material del que fue el
medio de transporte mas significativo
desde la segunda mitad del siglo xix has-
ta la aparición del automóvil, ya entrado
el siglo xx, son hoy el simple reflejo de
una época mejor (3). A lo largo de las úl-
timas décadas, se han sucedido constan-
tes actuaciones de cierre de numerosos
tramos ferroviarios. El progreso, los
avances técnicos y, en definitiva, como
afirma el profesor ESTF.VE PARDO en su
Prólogo al estudio de la profesora CA-
NALS, un cúmulo de circunstancias que
han hecho de aquéllas un nuevo objeto
de preocupación. Es hora de ver cuáles

blico, afectación, concesión administrativa,
etc., se fueron construyendo desde los estu-
diosos del Derecho para dar respaldo jurídi-
co a la nueva realidad que se presentaba de
manos de) ferrocarril; conceptos que más
tarde darían paso a otras figuras, tales
como el rescate y la desafectación.

(3) Relacionados con el fenómeno de
la motorización, que en los primeros años
del siglo xx aparece, y con los problemas
económicos, técnicos y sociales que le
acompañan, junto a las modificaciones
necesarias que se llevan a cabo en nuestra
disciplina jurídica, hemos de destacar el
excelente trabajo presentado recientemen-
te por el profesor Tomás CANO CAMPOS,
quien tras años de estudio y dedicación a
las cuestiones relativas al régimen jurídi-
co del tráfico nos ha hecho receptores de
un análisis, a mi parecer, digno de elogio
entre la doctrina administrativista más
autorizada.
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pueden ser los nuevos fines a que desti-
nar las vías ferroviarias que ya han deja-
do de ser útiles en sus originarios objeti-
vos; es el momento de darles nueva for-
tuna a aquellas infraestructuras que,
tras años de sustento del servicio públi-
co ferroviario, han dejado de ser im-
prescindibles.

A través de cinco de los siete capítulos
de que consta la obra, la autora nos
hace llegar una de las primeras expe-
riencias en nuestro país de lo que hoy se
conocen como rulas verdes. Veremos de
la mano del Ferrocarril económico
Olot-Gcrona una de las últimas tenden-
cias jurídicas que no sólo están presen-
tes en nuestro país, sino que son un fe-
nómeno común en los «países del pri-
mer mundo» (4); me refiero a la
necesidad de dar cobertura a nuevos in-
tereses que la sociedad del siglo xxi pre-
senta como esenciales; intereses íntima-
mente unidos al medio ambiente.

El protagonista es, sin duda, el ferro-
carril Olot-Gerona, en base al cual pode-
mos dividir la obra en tres partes. En un
primer momento, se lleva a cabo un pe-
queño estudio de los orígenes del ferro-

(4) No sólo en España, sino en nume-
rosos países, se ha vivido el abandono de
diferentes tipos de infraestructuras que en
su día fueron soporte de actividades y ne-
cesidades primordiales, pero que a día de
hoy se han convertido en auténticos ele-
mentos inservibles, al menos para cubrir
los fines que motivaron su aparición. En
cuanto a la desmantelación de las vías fé-
rreas, podemos destacar los extraordina-
rios trabajos de recuperación y rehabilita-
ción que se han llevado a cabo en países
como EE.UU., donde las que hasta hace
poco eran líneas inservibles para el ferro-
carril se han convertido en los llamados
greenways o corredores naturales que co-
nectan los espacios abiertos con las urbes
(en la actualidad hay más de 536 itinera-
rios). En Europa podemos apreciar que la
reutilización de las antiguas vías del ferro-
carril también está orientada a solapar ne-
cesidades relativas al medio ambiente.
En países como Francia, Bélgica, Gran
Bretaña y Noruega los llamados «corre-
dores verdes» están a la orden del día (en
Gran Bretaña se han llegado a construir
más de 200 kilómetros de rutas verdes
gracias a la reconversión de vías ferrovia-
rias en desuso).

carril en nuestro país, para descender
hasta el nacimiento de la línea Olot-Ge-
rona; como segundo gran bloque, y ob-
jetivo final del estudio, se mostrará un
análisis de la actual situación que en-
vuelve al referido ferrocarril; pero será
entre una y otra de las subdivisiones
donde encontremos la tercera de las
partes a que veníamos haciendo men-
ción; en ella, se realiza el estudio de dos
de los instrumentos jurídicos utilizados
en la referida evolución ferroviaria, se
trata exactamente del estudio de las fi-
guras de la afectación y de la desafecta-
ción, como fundamentales en este pro-
ceso.

Los orígenes del Ferrocarril económico
Olot-Gerona

En un primer momento, la profesora
CANALS establece un sutil acercamiento
al régimen general ferroviario que estu-
vo presente a lo largo del siglo pasado.
Desde la primera normativa, hacia 1844,
hasta la Ley General de Ferrocarriles de
1877, fueron muchas las concesiones
que en favor de particulares se otorga-
ron para la construcción de las diferen-
tes infraestructuras que iban siendo
cada vez más necesarias (5).

La línea Olot-Gerona fue uno de los
primeros ferrocarriles complementarios
que se construyeron y explotaron en
nuestro país. En 1883 se otorgó la con-
cesión para su construcción en favor de
don Domingo Puig-Oriol, pero no sería
hasta 1911 cuando se inaugurase el tra-
yecto que cubría el tramo entre las ciu-
dades referidas. Desde el primer mo-
mento esta línea se tuvo que enfrentar a
numerosos problemas; desde la crisis
económica internacional de los años
veinte, hasta la situación deficitaria en

(5) En ese momento podía apreciarse
una considerable falta de intervención ad-
ministrativa en el sector; la Administra-
ción sólo asumía la obligación de dar las
autorizaciones pertinentes a los particula-
res, quienes no sólo se encargarían de la
construcción de las infraestructuras, sino
además de la explotación de los servicios
ferroviarios, quedando la titularidad de
este tipo de servicios en manos del Estado.
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la que se encontró la Compañía tras la
Guerra Civil. En 1963, la línea fue cedi-
da en favor del Estado por Orden de 1 1
de octubre, y el Organismo «Explota-
ción de Ferrocarriles Españoles» (EFE)
se hizo cargo de ella (6). Sería en el año
1969 cuando se pusiese fin, definitiva-
mente, a más de cincuenta años de fun-
cionamiento de una de las líneas más
características de los ferrocarriles eco-
nómicos en tierras catalanas (7).

Hemos querido recoger estos datos
históricos para acercarnos con mayor
comodidad al nuevo fenómeno de las
llamadas «rutas verdes» del que forma
parte hoy día el viejo ferrocarril, como
la «Ruta del Carrilet» (8). Tras años de
abandono, como veremos a continua-
ción, se han dado, por fin, nuevos usos a
las viejas instalaciones ferroviarias; usos
y finalidades de interés general. La Ruta
del Carrilet es uno de los ejemplos de
rehabilitación del patrimonio público
(pero no de los servicios que se llevaban
a cabo con anterioridad). Las necesida-
des, que con este tipo de actividades son
ahora diferentes, serán básicamente de
fomento de la economía y de grandes
zonas geográficas de nuestro país; en
realidad, la sociedad postindustrial ne-
cesita recuperar parte de los valores que
el progreso y el avance técnico de las úl-

(6) El organismo «EFE», encargado
desde 1950 de la gestión y explotación de
los ferrocarriles de vía estrecha, fue susti-
tuido en 1965 por un nuevo organismo au-
tónomo, «FEVE» (Ferrocarriles Españoles
de Vía Estrecha), con el que se intensificó
la intervención estatal en este sector ferro-
viario.

(7) Muchos fueron los intentos que se
llevaron a cabo para sacar a flote la línea
Olot-Gerona; intentos que procedían no
sólo de la iniciativa de las Administracio-
nes locales afectadas de forma directa,
sino también de la de otras entidades pú-
blicas, entre las que destacó la partici-
pación de la Cámara de Comercio de Ge-
rona.

(8) Aquellos «caminos de hierro» que
cubrían el tramo Olol-Gerona se han con-
vertido, a día de hoy, en un camino alter-
nativo de comunicación, conocido como
la «Ruta del Carrilet» {Guía de vías verdes,
vol. I, Anaya, Madrid, 1999, págs.
210-220).

timas décadas le han arrebatado; es
ahora el momento de volver a conectar
con aquel tan olvidado mundo, puesto
que el medio ambiente y el ocio son
también valores y derechos constitucio-
nalmente protegidos (9).

El dominio público y el transporte
ferroviario

Un segundo bloque del libro está
constituido por el análisis de dos de las
figuras jurídicas más relevantes en este
proceso; me refiero exactamente a las fi-
guras de la afectación demanial y a la
desafectación.

Será en la Ley General de Ferrocarri-
les de 1877 donde se reconoce por pri-
mera vez el carácter demanial de las lí-
neas destinadas a la prestación de los
servicios generales ferroviarios. Es con
esta figura clásica del Derecho Adminis-
trativo, el «Dominio Público», con la
que nos acercamos a las figuras de la
afectación y a la clesafectación. Al igual
que parte de nuestra doctrina, entre ella
el profesor GARCÍA DE ENTERRÍA, Dolors
CANALS ha considerado que la afectación
es el elemento esencial del demanio pú-
blico (10).

Si desde una posición clásica se soste-
nía que el contenido de la afectación de-
manial debía ser un servicio público, un

(9) Es cierto que nuestros Poderes
Públicos están involucrados en la conse-
cución de derechos tales como los relati-
vos al medio ambiente o el derecho al de-
porte, que en la Constitución del 78 apa-
recen recogidos dentro de los Principios
Rectores de la Política Social y Econó-
mica.

(10) La perspectiva desde la que es
analizada la afectación por la autora es
similar a la generalizada y clásica aplica-
da desde nuestra doctrina; me refiero al
estudio de la afectación desde el dominio
público. Frente a ello, ya en la década de
los setenta autores como Gaspar ARIÑO
ORTIZ abogaron por un análisis más indi-
vidualizado de la figura de la afectación,
considerando que Faltaba el estudio y de-
dicación a la referida figura jurídica «des-
de el punto de vista del ciudadano» (La
afectación de bienes al servicio público,
1973).
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uso de carácter también público, o el fo-
mento de la riqueza general, la autora
considera, siguiendo las afirmaciones de
nuestro Tribunal Constitucional, que,
hoy por hoy, «cualquier finalidad de in-
terés general podría dar lugar a la afec-
tación al dominio público de determina-
dos bienes». Ya no sólo el uso general o
el servicio público son los únicos fines
que hacen que un bien pase a formar
parte del dominio público; hay otros fi-
nes constitucionalmente legítimos que
podrían ser seleccionados por el legisla-
dor como determinantes de la finalidad
de la afectación demanial, entre ellos la
protección del medio ambiente y de los
recursos naturales (11).

Lo más importante ante situaciones
de divergencia conceptual entre la doc-
trina no es tanto lograr unanimidad al
respecto, sino que lo importante es el
régimen jurídico de los bienes de domi-
nio público y su prolección real. Es, por
tanto, ese régimen jurídico especial de
protección el que debe ser aplicado a los
bienes que sean necesarios para la con-
secución de fines generales, unos fines
que deberán estar acordes con las carac-
terísticas de la sociedad en cada mo-
mento.

Junto a los argumentos que se esgri-
men, a lo largo de la obra, en favor de la
afectación, se presenta una llamada en
defensa del reconocimiento a la figura
de la desafectación de esa autonomía,

(11) Se hace alusión a la STC 227/1988,
de 29 de noviembre, en la que el Alto Tribu-
nal afirmará la posibilidad que tiene el le-
gislador de ampliar el campo de los llama-
dos «bienes del demonio natural», que en la
CE aparecen como categoría demanial (art.
132.2). Es por tanto, a mi parecer, y tras la
lectura de la citada sentencia, que el TC se
refiere sólo a las afectaciones genéricas que
el legislador puede llevar a cabo, en virtud
de lo dispuesto en la propia Constitución.
Hoy en día, ante los nuevos valores, o los
cambios que en definitiva se están llevando
a cabo relacionados con el Derecho Admi-
nistrativo, debería, como afirma el profesor
MORILLO VELARDE, realizarse una revisión
del «Derecho público de cosas» (en expre-
sión del profesor MORF.LL OCAÑA) para dar
cabida a nuevas categorías de bienes, y evi-
tar la «saturación» del ya archiutüiz.ado
«dominio público».

que, según CAÑÁIS, siempre le ha sido
negada y que necesita como concepto en
el entramado de los bienes públicos. Va-
rias han sido las teorías que se han
mantenido para dotar de contenido a la
desafectación; mientras que es rechaza-
da, por insuficiente, la teoría del acto
contrario, la autora no duda en sostener
que aquélla podría identificarse como
una modalidad de la potestad adminis-
trativa de revocación, quedando, por
tanto, sustentada la exigencia de moti-
vación de los actos administrativos de
desafectación (12).

Cuando se analizan las figuras de la
afectación y de la desafectación es prác-
ticamente de obligada mención recoger
algunas consideraciones sobre la figura
de la «mutación demanial». A lo largo
de la obra se nos habla de la mutación
como figura independiente, poniendo
cierto hincapié en ésta, atendiendo a la
experiencia que rodeó al ferrocarril
Olot-Gerona.

Fue en 1969 cuando se puso fin a los
servicios ferroviarios entre las ciudades
de Olot y la capital de la provincia, la
ciudad de Gerona. Los bienes, que hasta
ese momento habían estado afectos a la
actividad propia ferroviaria, no fueron
inmediatamente traspasados al patrimo-
nio del Estado, sino que pasaron a for-
mar parte de los llamados «bienes de
reserva» dentro del patrimonio de
«FEVE», entidad pública que en ese mo-
mento se encargaba de este tipo de ser-
vicios (13). No sería hasta 1978 cuando
se llevase a cabo la declaración de inne-
cesariedad de los bienes referidos, mo-
mento en el que entraron en juego las
normas de la reversión en favor de los
antiguos propietarios; pero realmente el

(12) En relación con la motivación de
los actos discrecionales y su diferenciación
con los actos arbitrarios hemos de desta-
car el artículo «Arbitrariedad y discrecio-
nalidad», del profesor T. R. FERNANDEZ RO-
DRfGUEZ, en el Libro Homenaje al profesor
Eduardo GARCIA DI-: E.MTERRIA, Estudios so-
bre la Constitución española (1991).

(13) En el Estatuto de 1974 de FEVE se
preveía, en su artículo 12, la posibilidad de
retención por esta entidad de los bienes
desafectados «en calidad de bienes de reser-
va en previsión de obras futuras, desenvol-
vimiento o ampliaciones».
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régimen especial de prolección que les
es propio a los bienes del demanio ya
había dejado de aplicarse desde que en
1969, de (acto, fueron anuladas las fun-
ciones públicas del ferrocarril Olot-Ge-
rona.

La realidad que durante casi diez
años rodeó a este tipo de infraestruc-
turas fue verdaderamente desoladora,
situación que podríamos resumir con
una sola palabra, palabra que no es otra
que la de abandono. Para evitar expe-
riencias similares, la autora, siguiendo
al profesor SALA AROUER, considera que
la desafectación debería ser una técnica
jurídica cuyo efecto inmediato fuese el
de incluir a los bienes involucrados en
una categoría especial dentro del patri-
monio público. No se pide que les sea de
aplicación a esos bienes el régimen jurí-
dico propio de los demaniales, puesto
que en realidad aquéllos han dejado de
formar parte del dominio público, sino
que lo que se pretende es que se les apli-
que un régimen jurídico también espe-
cial, pero acorde a las características de
la nueva situación, principalmente en
aras a posibles futuras afectaciones.
Con todo ello llegamos hasta la figura
de la desafectación fáctica, con la que,
según gran parte de la doctrina y desde
nuestro TS, se evitarían situaciones rea-
les de abandono por falta de cumpli-
miento de las formalidades precisas
para la desafectación (14).

La Ruta del Carrilet; un nuevo destino
para las vías ferroviarias en desuso

Tras la desafectación de los bienes
que constituían el ferrocarril Olot-Gero-
na, y gracias a la iniciativa de los muni-
cipios de la zona, hoy podemos hablar
de la «Ruta del Carrilet» como verdade-
ro ejemplo de 54 kilómetros de corredor
verde.

(14) Pese a la negativa que desde nues-
tro Derecho Administrativo positivo se pre-
senta en torno a la desafectación fáctica,
tanto la jurisprudencia del TS como la doc-
trina no dudan en aceptarla, puesto que la
realidad no debe sacrificarse ante el forma-
lismo, sino que es éste el que ha de adaptar
las fórmulas que sean precisas.

Sería a principios de la década de los
ochenta, desde un estudio elaborado y
presentado por el Colegio de Arquitectos
de Cataluña, en su Delegación de Gero-
na, cuando se abren las posibilidades y
esperanzas de reutilización de las insta-
laciones de esa vía estrecha. No será
hasta 1992 cuando lo que hasta ese mo-
mento era una simple ilusión y posibili-
dad se empieza a convenir en auténtica
realidad. Gracias al empeño que los di-
ferentes municipios involucrados pusie-
ron en el proyecto, se pudo llegar a lo
que hoy es toda una realidad como ruta
alternativa.

Siguiendo el ejemplo de otros muchos
países, se dotará de nuevos usos de ca-
rácter público a aquellos bienes que en
su día respondieron a otras finalidades
públicas Esta vez se dará respuesta a las
llamadas «necesidades de nueva genera-
ción», necesidades relacionadas con el
entorno natural, el deporte y el tiempo
de ocio.

A la hora de analizar la experiencia de
la Ruta del Carrilet, dos son las cuestio-
nes que hemos de extraer como princi-
pales; por un lado, la situación jurídica
de los bienes que iban a necesitarse
para la realización del proyecto y, en se-
gundo lugar, solucionar dudas sobre la
titularidad de la nueva ruta.

En cuanto a los bienes, en el momen-
to de hacer efectivo el plan de acondi-
cionamiento, los municipios se encon-
traron con bienes que ya estaban en ma-
nos de algunos Ayuntamientos; otros
bienes que aún permanecían en manos
del Estado (como bienes patrimoniales
en reserva en el patrimonio de FEVE),
respecto a los que se acordaron las ne-
cesarias compras; y un tercer grupo que
había pasado a manos de los particula-
res, en virtud del derecho de reversión
(en estos casos, que fueron los menos,
los municipios decidieron presentar ru-
tas alternativas, para evitar así las ex-
propiaciones).

En relación con el Ente encargado de la
nueva ruta, la fórmula adoptada fue la del
Consorcio (15). A día de hoy, hablamos

(15) Los Estatutos del Consorcio Ruta
del Carrilet fueron aprobados en 1993 por
los diferentes Ayuntamientos. En ellos se
definía al Consorcio como «Entidad públi-
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del «Consorcio Ruta del Carrilet» como
auténtico Ente público encargado de la
gestión y ejecución de las actividades a las
que ha de dar respuesta la nueva ruta ver-
de del Carrilet. El Consorcio fue la fórmu-
la jurídica elegida frente a otras fórmulas
posibles, como la Mancomunidad, por ra-
zones básicamente de participación, y su
naturaleza jurídica es, en opinión de la
autora, la personificación de una relación
¡nteradministrativa (frente a voces que
abogan por la consideración de la referida
figura como Ente Local).

Al plantearnos la cuestión sobre la ti-
tularidad de los bienes que constituyen
la Ruta, bienes que tras su desafecta-
ción han vuelto a formar parte de la ca-
tegoría del dominio público, se sostiene
que el auténtico titular no es el Consor-
cio, sino todas y cada una de las Admi-
nistraciones consorciadas (16).

Para poner fin a esta reseña del libro
que la profesora CANALS nos presenta,
creo estar en la obligación de mostrar mi
reconocimiento a esta obra llena de espe-
ranza en el ya clásico Derecho Adminis-
trativo. Es cierto que numerosos concep-
tos y técnicas administrativas perduran
con el paso del tiempo, y que es la Histo-
ria la que nos lo demuestra, como afirma-
se en su día el profesor GARCÍA DE ENTE-
RRÍA; pero lo que también es cierto es que
la sociedad avanza, su motor está en
constante funcionamiento, y es en este
panorama lleno de novedades en el que
hoy por hoy debe mostrar su valía nues-
tra Disciplina Administrativa (17).

M.;l Isabel RIVAS CASTILLO

ca de carácter asociativo y naturaleza vo-
luntaria, con personalidad jurídica propia,
e integrada por los diferentes ¡Municipios
del trayecto». Además, en ellos se afirma-
ba la posibilidad de que al Consorcio se
integrasen otras Administraciones Públi-
cas, e incluso entidades privadas sin áni-
mo de lucro.

(16) Junto a tales afirmaciones, no ol-
videmos que es el Consorcio el encargado
de conseguir los fines concretos progra-
mados, por lo que ha de ser a él a quien
ha de reconocerse la titularidad de compe-
tencias tendentes a su protección.

(17) La doctora Dolors CA.MALS AME-
TLER trabaja actualmente como profesora
ayudante de Derecho Administrativo en la

FKRNÁNDEZ RODRÍGURZ, Tomás Ramón,
Estudios de Derecho Ambiental y Urba-
nístico, en «Revista de Urbanismo y
Edificación», Ed. Aranzadi, Navarra,
2001, 269 págs.

I. La obra objeto de la presente re-
censión es una muestra más de la inten-
sa y extensa dedicación de su autor al
campo del Derecho Urbanístico. Con
motivo de un nuevo proyecto de la Edi-
torial Aranzadi, íntimamente relaciona-
do con los temas urbanísticos, este au-
tor ha querido reunir en una obra mo-
nográfica algunos de sus artículos que
ya fueron publicados, a lo largo de las
dos últimas décadas, en diversas revis-
tas jurídicas. Con este volumen se pre-
tende, como él mismo señala en las pri-
meras páginas, invitar a la reflexión so-
bre cuestiones esenciales relacionadas
con el «caótico y malogrado» campo del
Derecho Urbanístico.

A través de los diferentes capítulos en
que se divide la obra, correspondientes
cada uno de ellos a otros tantos artícu-
los que ya vieron en su día la luz, nos
vamos acercando de manera cronológi-
ca, desde la década de los ochenta, a la
realidad tanto jurídica como económica
y social que ha ido envolviendo a nues-
tro «derecho del suelo», y que ha ido
forjando las bases de lo que hoy es pre-
sente. Podemos ver cómo se han ido su-
cediendo diversas normas estatales, des-
de el Texto Refundido preconstitucional
de 1976 hasta la actual Ley del Suelo del
98, con la correspondiente reforma del
año 2000; vemos, igualmente, cómo se
ha llevado a cabo la asunción desde las
Comunidades Autónomas de esta mate-
ria como competencia propia; cómo
nuestro más Alto Garante de la Consti-
tución se ha visto, en no pocas ocasio-
nes, inmerso en debates decisorios so-

Universidad de Gerona. La obra que nos
presenta ha sido elaborada a partir de una
propuesta de investigación del profesor
ESTUVE PARDO, iniciativa que tuvo su ori-
gen en la tesis defendida por aquélla en
noviembre de 1995, tesis que fue escrita
en lengua catalana bajo el título: La des-
afectado deis bens de donini públie i la
seva reutilizació per a noves necesiltatas
collectives, por la que obtuvo la máxima
calificación académica.
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